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  Legislatura de la Ciudad

         de Buenos Aires                                                                       

"2016   Año del Bicentenario de la Declaración de Independencia de la República Argentina"

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado que el Poder Ejecutivo Nacional incorpore al régimen de percepción de las prestaciones jubilatorias del Poder Judicial de la Nación del Decreto Nacional N° 109/76, a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente: 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación entendió que  "la protección que el legislador ha dispensado al régimen de jubilaciones correspondiente a los magistrados no se sustenta en bases discriminatorias o de privilegio, sino que, por el contrario, goza de una particularidad que surge de los principios que preservan las instituciones republicanas. Se trata de propósitos últimos de independencia funcional, que se infiere de los principios de intangibilidad y de inamovilidad de los magistrados en sus cargos, y que justifican una innegable diferencia respecto de los regímenes laborales, no sólo del trabajador sometido al derecho común, sino también respecto del empleado o funcionario público. El fundamento de tales principios —que justifican la distinción— es evitar que los otros poderes el Estado —administrativo o legislativo— dominen la voluntad de los jueces con la amenaza de reducir su salario, de hacerlos cesar en sus cargos, o de jubilados, y ello favorezca un ámbito proclive a componendas contrarias a la independencia de criterios para la función jurisdiccional" ("Gaibisso, Cesar A. y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Justicia s/ amparo Ley 16.986", 10 de abril de 2001, Considerando 13). 

En este mismo orden de ideas, tiene dicho la Corte Suprema que "Cuando la Constitución Nacional en su art. 14 bis, párrafo  tercero, establece que el Estado otorgara los beneficios de la seguridad social y garantizara la protección integral de la familia, el término "Estado", empleado en sentido genérico, alude tanto al Estado Nacional como a los estados provinciales, ( Fallos:331:1262).

En tal sentido, el máximo tribunal ha asimilando los beneficios  previsionales al derecho alimentario por entender que "la jubilación constituye la prolongación de la remuneración, después del cese regular y definitivo en la actividad social laboral del individuo como débito de la comunidad por el servicio prestado, y tal concepción se inserta en el objetivo preeminente de la Constitución Nacional de lograr el bienestar general, cuya expresión más acabada es la Justicia social", señalando además que "...la reglamentación de las jubilaciones debe ser razonable y no puede desconocer el derecho de los beneficiarios a una subsistencia decorosa y  acorde  con las posiciones que tuvieron durante su vida laboral" ( Fallos:32:3089).

Por otra parte,  encontramos como antecedente, lo prescripto por el artículo 11 de la Ley Nº 24.588 que  dispone que los agentes públicos que presten servicios actualmente en el Estado Nacional y fueren trasferidos a la Ciudad de Buenos Aires, conservarán el nivel escalafonario, remuneración, antigüedad, derechos previsionales que les corresponden en conformidad a la legislación vigente y encuadramiento sindical y de obra social que tuvieren al momento de la transferencia.

En otro orden de ideas, es importante recordar que al momento de la sanción de la Ley Nº 24.018 no existía aún la justicia local, siendo dicha jurisdicción ejercida por los jueces nacionales ordinarios.

Asimismo, los magistrados y funcionarios del Poder Judicial Local se encuentran acogidos al régimen jubilatorio establecido por la Ley Nacional N°  24018 a partir de las resoluciones 1412/08 y 981/09 del MTEySS.

El Decreto Nacional N° 109/76 implementa un mecanismo para que la percepción de las prestaciones jubilatorias de los magistrados, funcionarios judiciales y del Ministerio Público, se efectúe por intermedio del Poder Judicial de la Nación.

En tal sentido, el artículo 1° establece que: "La liquidación y pago de las prestaciones jubilatorias acordadas o a acordar por las Cajas Nacionales de Previsión a los magistrados y funcionarios judiciales y del Ministerio Público por aplicación del decreto-ley 18.464/69 y sus modificatorios, como también el de las pensiones a sus causahabientes, se efectuará por intermedio de la Dirección Administrativa y Contable del Poder Judicial de la Nación."

Y por su parte, el artículo 7° de dicho Decreto establece que: "La Subsecretaría de Administración de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ingresará a la Dirección Nacional de Recaudación Previsional mediante la emisión de los libramientos pertinentes los aportes con destino al régimen nacional de jubilaciones y pensiones retenidos a los afiliados. El Comité Financiero a que se refiere el artículo 9 de la ley 18 820 dispondrá la transferencia a la Subsecretaría de Administración de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de las sumas necesarias para el pago de las prestaciones mencionadas en el artículo 1, que se debitaran de los recursos del régimen nacional de jubilaciones y pensiones."

En este sentido, sería deseable que el Poder Ejecutivo Nacional incorpore al régimen de percepción de las prestaciones jubilatorias del Poder Judicial de la Nación del Decreto Nacional N° 109/76, a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Por todo lo expuesto solicito la pronta aprobación del presente proyecto  de declaración.
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